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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURIDICA

Al contestar refiérase

al oficio N° 02637
20 de febrero de 2006

DAGJ-0366-2006

Señora

Lisbeth Quesada Tristán

Defensora de los Habitantes

DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES

Estimada señora:

Asunto: Solicitud de criterio jurídico relacionado con la investigación que esa Defensoría se encuentra realizando, en torno a un acuerdo conciliatorio entre el gobierno de la República y  familiares de las personas fallecidas en la embajada de Chile en Costa Rica.

En adición al oficio de este Órgano Contralor Nº 1631 (CO-0048) del 3 de febrero del año en curso, nos referimos a su memorial Nº 00778-2006-DHR, mediante el cual plantea a la Contraloría General, algunas interrogantes relacionadas con las acciones gubernamentales, seguidas a fin de pactar con los familiares de los funcionarios diplomáticos fallecidos en la embajada de la República de Chile en Costa Rica, un acuerdo de tipo indemnizatorio. 

Cabe mencionar que las interrogantes planteadas, forman parte de la investigación que sobre este particular, se encuentra realizando según se menciona la Defensoría de los Habitantes.

Sobre el particular y pasando a dar respuesta a las inquietudes formuladas a la Contraloría General, en cuanto a si el Poder Ejecutivo puede comprometer recursos públicos, sin contar con la debida autorización de la Contraloría General de conformidad con lo establecido en el artículo 184 inciso 1) de la Constitución Política, interesa destacar que efectivamente ese numeral constitucional es claro en establecer en lo que interesa, que “(...) No se emitirá ninguna orden de pago contra los fondos del Estado sino  cuando el gasto respectivo haya sido visado por la Contraloría General”.
En concordancia con lo anterior, debe tenerse presente que en materia de visado como proceso previo de control del gasto, existe el denominado “Reglamento sobre el Visado de Gastos con cargo al Presupuesto de la República”, dado mediante resolución del Despacho Contralor Nº R-2-2003-CO-DFOE de las 8:00 horas del 1º de diciembre de 2003, el cual fue publicado en el diario oficial La Gaceta Nº 235 del 5 de diciembre de 2003.

Cabe mencionar que esta norma reglamentaria, emitida en ejercicio de las potestades constitucionales y legales de la Contraloría General, establece que corresponde a la Administración activa
 el verificar que los gastos que se carguen al presupuesto de la República, resulten conformes al bloque de legalidad, esto es, ajustados al ordenamiento jurídico globalmente considerado, y concretamente a las regulaciones particulares aplicables, lo anterior claro está, sin perjuicio del seguimiento y la fiscalización por parte del Órgano Contralor. En ese sentido, el artículo 4 de la norma reglamentaria antes relacionada, dispone lo siguiente: 

    “Artículo 4º- Sistema de Visado

1. La atribución de visado se realizará a través de un sistema compuesto por las directrices, lineamientos e instructivos, emitidos por la Contraloría General de la República, que permita verificar la conformidad de los gatos con el bloque de legalidad.

2. El Sistema de Visado, está compuesto a nivel orgánico por la Contraloría General de la República como rectora del sistema, el Ministerio de Hacienda como rector del Sistema de Administración Financiera y los diferentes Subsistemas que lo conforman, la Administración Activa y sus Auditorias Internas.

3. Dentro del Sistema de Visado las Unidades competentes de la Administración Activa deberán declarar la conformidad de un gasto con el bloque de legalidad a cuya observancia se encuentre obligada, sin perjuicio del seguimiento y la fiscalización a cargo de la Contraloría General de la República”.     

Así las cosas, interesa destacar que el ejercicio de la competencia de la Contraloría General en materia de visado, se materializa en la observancia y cumplimiento estricto por parte de la Administración activa, de la norma reglamentaria a la que se viene haciendo referencia, particularmente por las autoridades que en cada ente y órgano público, poseen la titularidad y consecuente responsabilidad en esta materia.

En ese sentido y descendiendo al caso que aquí nos ocupa, importa señalar que la decisión del Poder Ejecutivo, de comprometer recursos públicos a fin de pagar una indemnización a los familiares de los funcionarios diplomáticos fallecidos en la embajada de Chile en Costa Rica, debe darse dentro del marco y con arreglo a las disposiciones de la norma reglamentaria de mérito, velando porque el gasto referido se ajuste al bloque de legalidad, lo cual reiteramos, es una actividad cuya competencia y responsabilidad recaen en el Poder Ejecutivo y sus autoridades.

Por las razones apuntadas, y en atención a esta primera interrogante, a juicio de este Despacho el comprometer recursos públicos para el fin antes descrito, es una decisión que forma parte del ámbito funcional de atribuciones y responsabilidades de la Administración activa, representada en este caso por el Poder Ejecutivo y sus autoridades, decisión que de conformidad con la norma reglamentaria de marras, debe encontrarse ajustada al bloque de legalidad aplicable,  atendiendo de esa forma el requerimiento constitucional antes apuntado; lo anterior, claro está, sin perjuicio del seguimiento y la fiscalización que pueda llevar a cabo la Contraloría General.

Ahora bien, en lo que toca a la segunda de las interrogantes, referida a la posibilidad que la negociación entre el Poder Ejecutivo y los familiares de las víctimas, pueda darse sin la intervención directa de la Contraloría General, la Procuraduría General de la República y la Cancillería, en lo que toca al Órgano Contralor, interesa advertir que nuestra actuación se encuentra sujeta al principio de legalidad establecido en el artículo 11 de la Constitución Política y desarrollado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública (Ley Nº 6227 del 2 de mayo de 1978).

En ese sentido, y al resultar nuestra actividad y actuación sujetas al ordenamiento jurídico, y en particular a la existencia de una norma en la que se nos atribuya la titularidad sobre una competencia determinada, habilitándonos consecuentemente para su ejercicio, debemos advertir que la Contraloría General, no tiene asignada una competencia para intervenir en este tipo de negociaciones, lo cual por lo demás, resultaría ajeno al ámbito funcional de nuestras competencias como órgano rector del ordenamiento de control y fiscalización de la Hacienda Pública.   

Por otra parte, en torno a la tercera de las interrogantes formuladas, este Despacho brinda una respuesta negativa. Sobre este particular, se impone destacar que la Contraloría General, no participa ni interviene en la elaboración y la consecuente aprobación del Presupuesto de la República, de ahí que la inclusión o no de determinadas sumas dentro de dicho propuesto, en una decisión que desborda al Órgano Contralor. 

En igual sentido y a tono con lo anterior, no corresponde a la Contraloría General, emitir algún tipo de autorización con relación a un pago como al que se hace referencia en el oficio Nº 00778-2006-DHR, desconociendo este Órgano Contralor en todo caso, el trámite y el estado que este asunto pudiera tener en el Ministerio de Hacienda, cuyas autoridades en consecuencia serían las llamadas a pronunciarse con relación a este extremo.

En los términos anteriores dejamos evacuada su consulta, no contando este Órgano Contralor con informaciones adicionales referentes a gestiones o trámites relacionados con este asunto.

Atentamente,

	Lic. Manuel Martínez Sequeira
Gerente de División
	                                  Lic. Jaínse Marín Jiménez
                            Fiscalizador
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� El Reglamento sobre el Visado de Gastos con cargo al Presupuesto de la República, define a la Administración activa en los siguientes términos: “desde el punto de vista funcional, es la función decisoria, ejecutiva, resolutoria, directiva u operativa de la Administración. Desde el punto de vista orgánico es el conjunto de órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan, incluyendo al jerarca como última instancia”.





